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PETICIONES 574-98 – LUIS ALEJANDRO MIRANDA MOSCOL

1067-03 – JORGE EDUARDO OLIVARES DEL CARPIO

766-04 – AURELIO AQUINO PARI

863-04 – BORIS MIJAIL TAYPE CASTILLO 
ADMISIBILIDAD

PERÚ

12 de julio de 2010

I.
RESUMEN

1. El presente informe se refiere a cuatro peticiones interpuestas en representación de Luis Alejandro Miranda Moscol (P 574-98)
, Jorge Eduardo Olivares del Carpio (P 1067-03)
, Aurelio Aquino Pari (P 766-04)
 y Boris Mijail Taype Castillo (P 863-04)
 [en adelante también las presuntas víctimas], en las cuales se alega la violación por parte de la República del Perú (en adelante también "Perú", "el Estado" o "el Estado peruano") de derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante también “la Convención Americana” o “la Convención”). En las peticiones se indica que las presuntas víctimas fueron detenidas, procesadas y condenadas entre 1992 y 1995 en aplicación de decretos leyes relacionados con los delitos de terrorismo y traición a la patria. Se afirma que esos decretos, así como los procesos penales de ellos derivados, son contrarios a una serie de disposiciones de la Convención Americana. Se alega asimismo que las presuntas víctimas fueron objeto de tortura, aisladas por largos períodos y sometidas a condiciones infrahumanas de detención. Los peticionarios señalaron que tras ser condenadas en la justicia militar, las presuntas víctimas fueron sometidas a nuevos juicios en el fuero ordinario. Afirmaron que esos juicios fueron instruidos de conformidad con un marco legislativo en materia de terrorismo adoptado a partir de enero de 2003, el cual alegaron ser también incompatible con la Convención Americana. 

2. El Estado sostuvo que los hechos narrados inicialmente en las peticiones han variado de forma sustancial en vista de la adopción de un nuevo marco legislativo en materia de terrorismo, a comienzos de 2003. Señaló que este nuevo marco y los juicios penales de él derivados se acogen a los derechos y garantías protegidos en la Convención Americana y Constitución Política del Perú. Finalmente, manifestó que las alegaciones de los peticionarios no tienden a caracterizar violaciones a disposiciones de la Convención y solicitó que la CIDH declare las cuatro denuncias inadmisibles en virtud del artículo 47.b) del referido instrumento internacional.  

3. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la Comisión concluyó que es competente para conocer las cuatro peticiones y que las mismas son admisibles por la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 9, 11, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento; y en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Asimismo, la CIDH decidió acumular las cuatro peticiones y tramitarlas de forma conjunta en la etapa de fondo bajo el número de caso 12.765. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Admisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La petición 574-98 fue recibida el 9 de noviembre de 1998 y mediante escritos del 7 de diciembre de 1998, 3 de julio de 2000, 7 de mayo y 19 de diciembre de 2001, 29 de octubre de 2007 y 22 de julio de 2008 los peticionarios presentaron información adicional. Las partes pertinentes de esa documentación fueron trasladadas al Estado el 13 de abril de 2009, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta. El 15 de junio de 2009 el Estado presentó su respuesta y el 2 de noviembre y 18 de diciembre de 2009 presentó escritos adicionales. Los peticionarios presentaron comunicaciones adicionales el 14 de agosto de 2009. 

5. La petición 1067-03 fue recibida el 8 de diciembre de 2003 y mediante escritos del 10 de noviembre de 2004, 18 de enero y 25 de octubre de 2005, 11 de agosto de 2006, 5 de marzo y 8 de mayo de 2007, 13 de marzo, 4 de junio y 26 de agosto de 2008 y 29 de enero de 2009 los peticionarios presentaron comunicaciones adicionales. Las partes pertinentes de esa documentación fueron trasladadas al Estado el 13 de abril de 2009 y se le otorgó el plazo de dos meses para que presentara respuesta. El 21 de julio de 2009 el Estado presentó su respuesta y el 26 de septiembre, 2 de noviembre y 2 de diciembre de 2009, 19 de enero, 17 de mayo y 11 de junio de 2010 remitió escritos adicionales. Los peticionarios presentaron información adicional el 25 de agosto, 8 y 22 de septiembre, 6 de noviembre y 23 de diciembre de 2009, 30 de marzo y 3 de mayo de 2010.

6. La petición 766-04 fue recibida el 26 de agosto de 2004 y el 17 de abril de 2006 el peticionario presentó comunicación adicional. Las partes pertinentes de esa documentación fueron trasladadas al Estado el 19 de agosto de 2008, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta. El 9 de diciembre de 2008 el Estado presentó su respuesta y el 6 de enero, 1º de mayo, 24 de agosto y 2 de noviembre de 2009 remitió comunicaciones adicionales. El peticionario presentó información adicional el 23 de febrero y 13 de julio de 2009.

7. La petición 863-04 fue recibida el 13 de septiembre de 2004 y el 12 de julio de 2005, 23 de marzo de 2006 y 22 de julio de 2008 el peticionario presentó información adicional. El 20 de agosto de 2008 las partes pertinentes de esa documentación fueron trasladadas al Estado, otorgándole el plazo de 2 meses para que presentara respuesta. El 29 de abril de 2009 el Estado remitió su respuesta, y el 4 y 24 de septiembre, 24 de noviembre y 8 de diciembre de 2009 presentó escritos adicionales. El peticionario suministró comunicaciones adicionales el 1º de julio de 2009, 8 de enero y 16 de marzo de 2010. 
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES


Cuestión Previa 

8. En las denuncias consideradas en el presente informe el Estado y los peticionarios describieron un primer conjunto de procesos penales seguidos a lo largo de la década de noventa, y un segundo conjunto realizado con ocasión de la nulidad de los procesos anteriores. Los primeros procesos se basaron en decretos leyes en materia de terrorismo, promulgados durante el gobierno del ex Presidente Alberto Fujimori. En enero de 2003 el Estado peruano adoptó un nuevo marco legislativo que implicó la nulidad de una serie de procesos por los delitos de terrorismo y traición a la patria. Antes de narrar la posición de las partes, la CIDH estima necesario referirse a los dos marcos normativos en los que se inscriben los hechos por ellas planteados. 


Legislación antiterrorista en vigor entre mayo de 1992 y enero de 2003

9. En mayo de 1992 fue promulgado el Decreto Ley No. 25475, el cual tipifica el delito de terrorismo en diferentes modalidades. En agosto del mismo año fue promulgado el Decreto Ley No. 25659, el cual tipifica traición a la patria y establece la competencia de la justicia militar para conocer las acusaciones por este delito. Esos decretos, así como los de número 25708, 25744, 25880 y otras normas complementarias introdujeron al ordenamiento jurídico peruano procedimientos diferenciados y excepcionales de investigación, instrucción y juzgamiento de personas acusadas de terrorismo o traición a la patria.

10. Los decretos que conformaban la denominada “legislación antiterrorista” tenían un difundido propósito de contener la escalada de asesinatos selectivos contra operadores de justicia, ocupantes de cargos electivos y agentes de seguridad, desapariciones, atentados con explosivos, secuestros y otras formas indiscriminadas de violencia contra la población civil en diferentes regiones del Perú, atribuida a grupos insurgentes al margen de la ley. 
11. Entre otros aspectos, esos decretos establecían la incomunicación absoluta de los investigados por un lapso de tiempo determinado;
 la realización de audiencias privadas; el aislamiento celular durante el primer año de cumplimiento de condena;
 y plazos sumarios para la presentación de denuncia y dictamen de sentencia, respecto del delito de traición a la patria
. Asimismo, esos decretos prohibían la asistencia de un abogado antes de la primera declaración del investigado ante un representante del Ministerio Público,
 y restringían su actuación en otras etapas del proceso penal; impedían la recusación de magistrados u otros auxiliares de justicia;
 consagraban la figura de jueces y fiscales con identidad secreta (”sin rostro“);
 e impedían el ofrecimiento como testigos de agentes que participaron de la elaboración del atestado policial de detención
.
12. Con relación a las normas de derecho material, los referidos decretos contemplaban la posibilidad de aplicar más de un tipo penal para conductas de similar o idéntica naturaleza, no diferenciaban el elemento subjetivo culposo y doloso,
 y establecían solamente penas mínimas de privación de libertad, sin fijar penas máximas
.
13. El 12 de mayo de 1992 el Poder Ejecutivo promulgó el Decreto Ley No. 25499, también denominado Ley de Arrepentimiento, el cual reguló la reducción, exención, remisión o atenuación de la pena a personas procesadas o condenadas por el delito de terrorismo que proporcionasen información dirigida a capturar jefes, cabecillas, dirigentes o principales integrantes de organizaciones terroristas
. Mediante el Decreto Supremo Nº 015-93-JUS del 8 de mayo de 1993 el Poder Ejecutivo aprobó el Reglamento de la Ley de Arrepentimiento, el cual establece, entre otras medidas, el secreto o cambio de identidad del declarante arrepentido
. El 31 de octubre de 1994 la Ley de Arrepentimiento perdió su vigencia
.

Legislación antiterrorista en vigor a partir de enero de 2003

14. El 3 de enero de 2003 el Tribunal Constitucional del Perú declaró inconstitucionales una serie de disposiciones de los decretos leyes en materia de terrorismo, promulgados durante el gobierno de Alberto Fujimori
. Esa decisión estableció la inconstitucionalidad del Decreto Ley No. 25659 y ordenó la adecuación de las acusaciones por el delito de traición a la patria, allí tipificado, a acusaciones por terrorismo, regulado por el Decreto Ley 25475. Asimismo, suprimió las disposiciones que impedían la recusación de magistrados y el ofrecimiento como testigos de agentes que participaron del atestado policial de detención; y que permitían el enjuiciamiento de civiles por tribunales militares. Por otro lado, fueron declarados inconstitucionales la incomunicación absoluta y el aislamiento celular durante el primer año de cumplimiento de condena.
15. En cuanto a la tipificación del delito de terrorismo, el Tribunal Constitucional mantuvo la vigencia del artículo 2 del Decreto Ley No. 25475, pero condicionó su aplicación a la modalidad dolosa, y estableció parámetros de interpretación para la subsunción de una conducta sindicada en los supuestos del tipo penal. 
16. Con relación a las declaraciones, atestados de detención, informes técnicos y periciales realizados ante operadores de justicia sin rostro, el Tribunal Constitucional declaró que aquellos no resultan automáticamente viciados, correspondiendo a cada juez y jueza del fuero ordinario que conozcan las nuevas acusaciones verificar su valor probatorio en conjunto con otros elementos de convicción y criterios de conciencia establecidos en la legislación procesal penal ordinaria
.
17. Entre enero y febrero de 2003 el Poder Ejecutivo peruano
 expidió los Decretos Legislativos No. 921, 922, 923, 924, 925, 926 y 927
, con el propósito de ajustar la legislación interna a la sentencia del Tribunal Constitucional de 3 de enero de 2003. De forma general, esos decretos establecen la nulidad de todas las sentencias y procesos seguidos en la jurisdicción militar o conocidos por operadores de justicia con identidad secreta; la remisión de los actuados respectivos a la Sala Nacional de Terrorismo, posteriormente denominada Sala Penal Nacional, creada en el seno de la Corte Suprema de Justicia e incumbida de distribuir los nuevos procesos a los Juzgados Penales Especializados. La nueva legislación antiterrorista contempla asimismo la publicidad restringida de las audiencias orales
 y la imposibilidad de aplicación de pena más severa a la dictada en los juicios declarados nulos
.

18. Con relación a las diligencias realizadas en la etapa de investigación e instrucción penal ante operadores de justicia militares o civiles sin rostro, el artículo 8 del Decreto Legislativo No. 922 mantiene la validez de los autos de apertura de instrucción, atestados policiales realizados en la presencia de un representante del Ministerio Público, informes técnicos, registros de incautación, manifestaciones rendidas ante la Policía Nacional y declaraciones de arrepentidos. Finalmente, el artículo 3 del mismo decreto legislativo establece que la nulidad de los procesos seguidos en la justicia militar no tiene como efecto la excarcelación, la cual se produciría solamente si el Ministerio Público no formulara denuncia o si el Poder Judicial denegara la apertura de instrucción.
A. Posición de los peticionarios

1.
Alegatos comunes 

19. En las peticiones consideradas en el presente informe se alega que las presuntas víctimas fueron detenidas entre 1992 y 1995 por miembros de la Dirección Nacional contra el Terrorismo de la Policía Nacional del Perú (DINCOTE) u otro órgano de seguridad, sin que existiera una situación de flagrante delito y sin mediar orden judicial. Se indica que fueron procesadas y condenadas por el delito de traición a la patria, siendo la instrucción, juicio y ejecución penal regulados por la “legislación antiterrorista” adoptada a partir de mayo de 1992. 

20. Los peticionarios señalaron que los decretos que conformaban esa legislación son incompatibles con las Constituciones Políticas del 1979, vigente al momento de su expedición, y del 1993, así como tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el Perú. Manifestaron asimismo que al haber sido promulgados durante un gobierno de facto, los decretos leyes de 1992 contendrían vicios insubsanables de forma. 

21. En las peticiones se afirma que las presuntas víctimas fueron juzgadas en el fuero militar y por operadores de justicia con identidad secreta. Según lo alegado, fueron obligadas a firmar documentos en blanco o confesiones tras ser sometidas a torturas, no pudieron controvertir una serie de pruebas en su contra, o reunirse en privado con sus abogados. Se aduce asimismo que los cargos formulados por el Ministerio Público se fundamentaron en evidencias fabricadas (siembra de pruebas), manifestaciones de terceros realizadas bajo coacción y sindicaciones de arrepentidos, sin la posibilidad de interrogar a las personas que proporcionaron tal información.

22. Con relación a la libertad personal, en las peticiones se indica que las presuntas víctimas fueron detenidas sin que les informaran sobre la existencia de cargos, y no fueron presentadas ante una autoridad competente con la finalidad de ejercer el control judicial de su detención. 

23. Con relación a las condiciones de detención, se indica que sufrieron aislamientos por períodos superiores a 23 horas diarias; no contaron con actividades socio pedagógicas orientadas a su reinserción; fueron trasladadas continuamente, a localidades apartadas de su núcleo familiar; y en algunos casos albergadas en penales con temperaturas extremamente bajas y condiciones precarias de detención como Challapalca-Tacna y Yanamayo-Puno, ubicados a más de 4.000 metros de altura; con una serie de restricciones al derecho de recibir visitas.

24. En las cuatro peticiones se alega que los procesos seguidos en el fuero militar fueron anulados por la Sala Nacional de Terrorismo a partir de enero de 2003, en virtud de la sentencia del Tribunal Constitucional de 3 de enero del mismo año y los Decretos Legislativos 921 al 927
. Se indica que las cuatro presuntas víctimas fueron condenadas en el fuero ordinario por el delito de terrorismo previsto en el Decreto Ley No. 25475, confirmándose la sanción aplicada en todas las instancias judiciales. 

25. De forma general, los peticionarios afirmaron que la nueva legislación antiterrorista fue adoptada con posterioridad a los hechos imputados a las presuntas víctimas, y señalaron que la aplicación de la misma en su caso viola el principio de no retroactividad de la ley penal. Indicaron que una serie de elementos probatorios producidos ante operadores de justicia militares y con identidad secreta fueron convalidados en los nuevos juicios ordinarios. Se aduce que la creación de la Sala Nacional de Terrorismo, posteriormente denominada Sala Penal Nacional, y su actuación en los presentes casos con posterioridad a los hechos sindicados contravendrían la garantía del juez natural. Se alega asimismo que la apertura de un segundo proceso por los mismos hechos ya decididos a lo largo de la década del noventa vulneraría el principio ne bis in idem.

26. Los peticionarios afirmaron que tras la anulación de los procesos conocidos por la justicia militar, las presuntas víctimas fueron privadas de su libertad por varios días o meses, sin que existiera condena firme en su contra o razones procesales que justificasen una detención preventiva. Sostuvieron que lo anterior vulnera el derecho de presunción de inocencia y a la libertad personal. Alegaron que si bien el tipo penal de traición a la patria, por el cual fueron condenadas inicialmente las presuntas víctimas, fue eliminado del ordenamiento jurídico peruano, el tipo de terrorismo previsto en el artículo 2 del Decreto Ley 25475, así como los de colaboración y afiliación a organización terrorista, previstos en los artículos 4 y 5 del mismo decreto, continuarían siendo ambiguos e imprecisos, pese a los parámetros de interpretación señalados por el Tribunal Constitucional en la sentencia de 3 de enero de 2003
.
27. Los peticionarios refirieron que mediante la Ley 29423 de octubre de 2009, el Congreso Peruano derogó el Decreto Legislativo 927, el cual regulaba la ejecución penal en materia de terrorismo. Manifestaron que con este cambio legislativo, devinieron inaplicables para las personas condenadas por terrorismo los beneficios penitenciarios de redención de pena por estudio y trabajo, semilibertad y liberación condicional. Por último, sostuvieron que la aplicación retroactiva de la Ley 29423 implica la vulneración a derechos protegidos en la Convención Americana.
2.
Alegatos específicos 
Luis Alejandro Miranda Moscol (P 574-98)

28. Los peticionarios alegaron que el entonces profesor Luis Alejandro Miranda Moscol fue detenido en la madrugada del 1º de octubre de 1992 en su residencia en la provincia de Piura. Se indica que agentes de la Policía de Investigación del Perú (PIP) irrumpieron en su residencia, sin orden judicial, lo vendaron y lo condujeron con violencia a la estación central de policía de Piura, donde permaneció incomunicado por 19 días. Se aduce que un acta de incautación fue levantado por la PIP, sin que se registrara material ilícito alguno, y que durante el allanamiento los policías sustrajeron bienes de familiares de la presunta víctima.

29. Los peticionarios afirmaron que durante los diez primeros días de detención el señor Luis Miranda Moscol fue sometido a golpizas y descargas eléctricas en los genitales, articulaciones y labios e inmerso a un tanque con agua putrefacta, siendo diferido a un hospital el 4 de octubre de 1992 tras sufrir un disturbio cardiaco. Se aduce que fue obligado a escuchar llantos de mujeres y niños mientras que agentes de la PIP lo hacían creer que torturaban a su esposa e hijos. Los peticionarios adjuntaron la declaración testimonial de una persona de nombre Jorge De la Cruz Flores reportando que el 4 de octubre de 1992 atendió en calidad de médico legista al señor Luis Miranda Moscol, quien “se encontró en aparente mal estado general, deshidratado, se evidenciaba Esquimosis en brazos, espalda, piernas y heridas en codos y rodillas
.“ Se indica que la presunta víctima fue presentada a medios de comunicación en traje de rayas. 
30. Según lo alegado, el señor Miranda Moscol fue acusado de pertenecer a la organización insurgente Sendero Luminoso y condenado ante la justicia militar a cadena perpetua por el delito de traición a la patria. Se aduce que el 24 de marzo de 1993 el Consejo Supremo de Justicia Militar mantuvo la referida condena y que el 12 de diciembre de 1994 el mismo Consejo Supremo desestimó un recurso extraordinario de revisión formulado por la esposa de la presunta víctima. Los peticionarios afirmaron que esa condena se basó en manifestaciones de arrepentidos y declaraciones de terceros obtenidas bajo tortura. Se alega que el abogado nombrado por el señor Miranda Moscol fue hostigado por agentes militares e impedido de ejercer una defensa adecuada. Se indica que el señor Miranda Moscol fue trasladado a diferentes centros de reclusión alejados de su núcleo familiar, tales como Challapalca y Chiclayo. 

31. Los peticionarios alegaron que tras la nulidad del proceso seguido en el fuero militar, la presunta víctima fue sometida a un nuevo juicio en el fuero ordinario, siendo condenada por Sala Penal Nacional el 25 de noviembre de 2005 a 20 años de prisión y otras penas accesorias. El 29 de noviembre de 2006 la pena fue reformada a 18 años de prisión por la Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia. Se aduce que las  sentencias adoptadas en el fuero ordinario se basaron en pruebas producidas ante autoridades militares en 1992, declaraciones contradictorias y otras evidencias que no serían suficientes para probar la participación del señor Miranda Moscol en actividad delictiva alguna.  

32. Según lo alegado, tras ser privado de su libertad por más de 14 años, el señor Miranda Moscol obtuvo el beneficio de libertad condicional el 29 de mayo de 2007. Se indica que en la actualidad padece de males gastrointestinales, cardíacos, dolores en la columna y en los huesos, en virtud de los malos tratos físicos y psicológicos y mala alimentación en calabozos de la Policía de Investigación y establecimientos penales.

33. Los peticionarios sostuvieron que el señor Miranda Moscol fue condenado y privado de su libertad en virtud de error judicial y señalaron que aún cuando la presunta víctima ha recuperado su libertad, el Estado peruano tiene la obligación de indemnizarla por daños materiales y morales sufridos por ella y sus familiares. 

Jorge Eduardo Olivares del Carpio (P 1067-03)
34.  Según lo alegado, el señor Jorge Eduardo Olivares del Carpio fue detenido en un primer momento el 22 de noviembre de 1986 en la ciudad satélite Santa Rosa Callao, siendo torturado por agentes de la Dirección Contra el Terrorismo (DIRCOTE), posteriormente denominada Dirección Nacional Contra el Terrorismo (DINCOTE). Se indica que en enero de 1990 recuperó su libertad tras ser absuelto por sentencia del Décimo Primero Tribunal Correccional de Lima ratificada en última instancia por la Corte Suprema de Justicia. 

35. Los peticionarios alegaron que el 22 de marzo de 1995 la presunta víctima fue nuevamente detenida en una vía pública de la provincia del Callao. Personas que no se identificaron lo habrían golpeado en la cabeza, vendado e intentado coaccionarlo a firmar actas de incautación. Se indica que fue trasladado a oficinas del Grupo Especial de Inteligencia de la Policía Nacional (GEIN) en Lima, donde permaneció incomunicado por 34 días, siendo sometido a tortura física y psicológica. Se alega que agentes de la GEIN le quitaron sus medicinas para asma y lo presentaron a la opinión pública en traje de rayas el 28 de marzo de 1995.
36. Los peticionarios adujeron que en mayo de 1995 el señor Olivares del Carpio fue condenado a cadena perpetua por el delito de traición a la patria en un proceso conducido por jueces sin rostro adscritos a la II Zona Judicial del Ejército. Señalaron que la condena fue mantenida por todas las instancias de la jurisdicción militar. Se indica que el 11 de mayo de 1995 la presunta víctima fue conducida de forma violenta al Penal de Máxima Seguridad Miguel Castro Castro, permaneciendo en situación de aislamiento absoluto hasta enero de 1996. Se alega que el 18 de enero de 1996 fue trasladada al penal de Yanamayo-Puno, con una serie de restricciones al derecho de recibir visitas. Se aduce que entre 2003 y 2006 el señor Olivares del Carpio fue trasladado a diferentes penales hasta ser reubicado en el Penal Miguel Castro Castro.

37. Los peticionarios indicaron que el 2 de octubre de 2002 el padre de la presunta víctima, señor Federico Olivares Salas, interpuso una acción de habeas corpus, la que luego de ser desestimada en las dos primeras instancias fue declarada fundada por el Tribunal Constitucional el 30 de enero de 2003. Se indica que el referido tribunal dictó la nulidad del proceso seguido en el fuero militar y ordenó la apertura de nuevo juicio de conformidad con el Decreto Legislativo 922, manteniendo sin embargo el encarcelamiento del señor Olivares del Carpio.

38. Los peticionarios afirmaron que el 16 de mayo de 2006, en el marco del proceso con expediente número 548-03-SPN, la Sala Penal Nacional condenó al señor Olivares del Carpio a 30 años de cárcel por el delito contra la tranquilidad pública – terrorismo agravado. Destacaron que en esa sentencia el señor Olivares del Carpio fue absuelto de la acusación de haber sido líder a nivel nacional de la organización insurgente Sendero Luminoso. Indicaron que tras la presentación de recurso de nulidad por el Fiscal Superior, el 14 de septiembre de 2006 la Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia adecuó la pena a 35 años de cárcel, considerando probado que el señor Olivares del Carpio fue integrante del Comité Central del Sendero Luminoso. 

39. Los peticionarios manifestaron que la Sala Penal Nacional y la Corte Suprema de Justicia fundamentaron sus decisiones en imputaciones que no conformaron la acusación fiscal y que no fueron debatidas en juicio oral. Señalaron que los referidos tribunales convalidaron pruebas y sindicaciones producidas ante la policía y fiscales militares que no habrían sido ratificadas en sede judicial. De los documentos adjuntados por el peticionario, se desprende que las alegadas  agresiones, tortura y condiciones infrahumanas de detención a las que habría sido objeto fueron reportadas a autoridades judiciales del fuero ordinario por medio de escritos de descargos en los juicios penales y acciones constitucionales de habeas corpus. 
40. Los peticionarios afirmaron que paralelamente al proceso con expediente número 548-03-SPN, se le abrieron otros juicios en las jurisdicciones de Lima, Arequipa y Puno, en los cuales fue acusado de ser responsable del Comité Zonal de Sendero Luminoso en Arequipa. Afirmaron que en uno de los procesos la Sala Especial de Terrorismo de Puno dictó sentencia absolutoria el 28 de junio de 2005, pero que la misma fue declarada nula por la Corte Suprema de Justicia. Señalaron que tras la apertura de un nuevo juicio oral, el 27 de diciembre de 2007 la Sala Especial de Terrorismo de Puno volvió a absolver a la presunta víctima de la acusación de pertenecer al Comité Zonal de Arequipa, siendo esa decisión mantenida por la Corte Suprema de Justicia.
41. Los peticionarios afirmaron que un tercer proceso iniciado en el 2004 ante la Tercera Sala Penal de la Corte Superior de Arequipa y posteriormente remitido a la Sala Penal Nacional, concluyó el 19 de marzo de 2007, mediante declaratoria de cosa juzgada con relación a la ejecutoria que obra en el expediente 548-03-SPN. Manifestaron que tras la nulidad del proceso seguido en el fuero militar, la presunta víctima promovió diferentes acciones de habeas corpus en las que planteó un exceso de plazo en su detención sin que existiera sentencia condenatoria en su contra y violaciones a las garantías judiciales. Alegaron que el Estado peruano es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 1, 5, 7, 8 y 24 de la Convención Americana. 
Aurelio Aquino Pari (P 766-04)

42. El peticionario y presunta víctima alegó que el 24 de julio de 1994 fue detenido por miembros de la Policía Nacional mientras se dirigía a su domicilio en el Cercado de Lima, sin que existiera orden judicial en su contra y sin ser informado de los motivos de su privación de libertad. Afirmó haber sido trasladado a la delegación policial Mirones Bajo, donde se hizo un acta de incautación sin la presencia de un representante del Ministerio Público, en el que se registran supuestas cartas de sujeción al Partido Comunista del Perú. Se indica que al día siguiente el señor Aurelio Aquino Pari fue transferido a calabozos de la DINCOTE-Delta 4, donde permaneció incomunicado por 90 días y sometido a tortura física y psicológica con el propósito de que se autoinculpara. 

43. Según la información presentada, el 16 de marzo de 1995 el señor Aquino Pari fue condenado a cadena perpetua por el delito de traición a la patria, mediante decisión del Juzgado Especial Militar de la Zona Especial confirmada en última instancia el 18 de julio de 1996 por el Tribunal Supremo Militar Especial. Se alega que esa condena fue adoptada por jueces sin rostro y se fundamentó en pruebas fabricadas por la policía y declaraciones de arrepentidos con identidad reservada u obtenidas por medio de tortura. 

44. El peticionario adujo que durante el primer año de reclusión en el Penal Miguel Castro Castro tuvo acceso a luz natural y aire libre por períodos inferiores a 30 minutos diarios y soportó una serie de restricciones al derecho de recibir visita. Afirmó haber sido sometido a constantes reubicaciones de celdas y traslados intempestivos. 
45. De acuerdo con la información presentada, el 5 de noviembre de 2002 la Corte Superior de Justicia de Lima decidió favorablemente una acción de habeas corpus presentada por la presunta víctima, declaró nulo el proceso militar y ordenó la remisión de los actuados al Ministerio Público. Se indica que el 19 de marzo de 2003 el Cuarto Juzgado Penal de Terrorismo dictó auto de apertura de instrucción y el 20 de marzo de 2006 la Sala Penal Nacional emitió sentencia condenatoria de 30 años de cárcel por el delito contra la tranquilidad pública – terrorismo agravado. Se alega que el 13 de junio de 2007 la Corte Suprema de Justicia determinó no haber nulidad en la sentencia condenatoria, dando por concluido el proceso penal.
46. El peticionario hizo hincapié en que los tribunales del fuero civil fundamentaron su decisión en actas de incautación producidos por la Policía Nacional del Perú sin la presencia de un agente del Ministerio Público, y otras pruebas realizadas ante la justicia militar. Afirmó asimismo que manifestaciones de arrepentidos fueron reutilizadas en el juicio ordinario, sin la posibilidad de conocer la identidad de tales personas ni de confrontarlas en audiencia oral. Manifestó que personas que habían realizado declaraciones en su perjuicio ante la Policía Nacional se retractaron en audiencias orales ante la Sala Penal Nacional, sin que ello fuera debidamente valorado por las autoridades judiciales del fuero ordinario.   
47. El peticionario afirmó haber entregado a la Sala Penal Nacional la copia de un certificado médico que acreditaría las torturas y agresiones de las que habría sido objeto en calabozos de la DINCOTE entre julio y octubre de 1994. Asimismo, remitió la copia de un certificado médico de fecha 7 de mayo de 2003, en el que se registran tuberculosis pulmonar y deformaciones postraumáticas en diferentes huesos del pie, entre otras afectaciones a la salud presuntamente adquiridas mientas se encontraba privado de su libertad en el Penal Miguel Castro Castro
.
48. Por último, el peticionario afirmó que el Estado peruano es responsable de la violación de los derechos consagrados en los artículos 1.1, 2, 5, 7, 8, 9 y 24 de la Convención Americana.
Boris Mijail Taype Castillo (P 863-04)

49. El peticionario y presunta víctima alegó haber sido detenido por la Policía Nacional del Perú el 22 de marzo de 1995, mientras se dirigía a su centro laboral en la ciudad de Huánuco, departamento del mismo nombre, sin que se encontrara en situación de flagrante delito y sin que existiera orden judicial en su contra. Se indica que fue trasladado a calabozos de la comisaría de policía local juntamente con su esposa y dos hijas menores. Se alega que al día siguiente la presunta víctima fue trasladada a instalaciones de la DINCOTE en Lima, donde según lo alegado, permaneció absolutamente incomunicada por 32 días y sometida a torturas físicas y psicológicas. 
50. El peticionario adujo que durante los días de confinamiento en la DINCOTE no recibió información alguna sobre el paradero de su esposa e hijas, siendo chantajeado a firmar documentos que no correspondían a la realidad. De acuerdo con la información proporcionada, el 28 de marzo de 1995 el señor Taype Castillo fue presentado a medios de comunicación en traje de rayas y acusado públicamente de pertenecer al grupo insurgente Sendero Luminoso.
51. El peticionario alegó que el 11 de mayo de 1995 un juez militar sin rostro identificado con clave AN-1950-RG le condenó a 30 años de privación de libertad por el delito de traición a la patria, fundamentando su decisión en el atestado elaborado por la Policía Nacional del Perú. Indicó que esa sentencia fue confirmada en todas las instancias de la jurisdicción militar. 
52. El peticionario afirmó haber sido recluido en el Penal de Yanamayo-Puno entre septiembre de 1997 y mayo de 2001 y en el Penal de Cachiche-Ica hasta mayo de 2003, siendo finalmente transferido al Penal Miguel Castro Castro. Señaló que durante su reclusión en los dos primeros penales soportó aislamientos por período superior a 23 horas diarias, alejándose de su núcleo familiar y con una serie de restricciones al derecho de recibir visitas. Se indica que fue imposibilitado de obtener materiales de estudio o de trabajo y que no contó con una asistencia médica adecuada. Manifestó que esa situación le provocó recurrentes gastritis y lesiones en la columna que subsisten hasta la actualidad.
53. El peticionario indicó que en agosto de 2002 su padre presentó una acción de habeas corpus requiriendo la nulidad del proceso seguido en el fuero militar, la cual fue desestimada en última instancia por la Corte Superior de Justicia de Lima.

54. Se alega que a comienzos del 2003, con ocasión de la promulgación de los decretos legislativos 921 a 927, en materia de terrorismo, el proceso militar seguido contra el señor Taype Castillo fue declarado nulo. Se aduce que el 7 de abril de 2003 el Tercer Juzgado Especializado en Terrorismo dictó auto de apertura de instrucción y el 16 de mayo de 2006 la Sala Penal Nacional condenó al señor Taype Castillo a 18 años de privación de libertad y otras penas accesorias, por el delito contra la tranquilidad pública – terrorismo. El 14 de diciembre de 2006 la Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia reformó la pena impuesta a 20 años de privación de libertad.
55. El peticionario sostuvo que durante la instrucción del nuevo proceso penal en el fuero ordinario, los tribunales peruanos desestimaron una serie de solicitudes de tachas de pruebas y confrontaciones a testigos, así como pedidos de nulidad de informes periciales realizados ante autoridades militares a lo largo de 1995. Destacó que las sentencias dictadas por la Sala Penal Nacional y por la Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia se sostienen en el atestado fabricado por la Policía Nacional y otros medios de prueba en los cuales intervinieron fiscales militares entre marzo y abril de 1995.
56. Por último, el peticionario afirmó que el Estado peruano es responsable de la violación de los derechos consagrados en los artículos 1.1, 2, 5, 7, 8, 9 y 24 de la Convención Americana.
B.
Posición del Estado

1.
Alegatos comunes

57. En las peticiones consideradas en el presente informe, el Estado alegó que a partir de enero de 2003 procedió unilateralmente a la adecuación legislativa en materia de procesamiento y juzgamiento del delito de terrorismo, lo que implicó la nulidad de todos los juicios realizados en la década de noventa conocidos por jueces militares o civiles sin rostro. Sostuvo que los nuevos juicios fueron conducidos a la luz de los Decretos Legislativos No. 921 a 927, los cuales indicó que se ajustan a los estándares del sistema interamericano de derechos humanos. 

58. El Estado alegó que el 9 de agosto de 2006 el Tribunal Constitucional declaró infundada una acción de inconstitucionalidad presentada por más de 5.000 ciudadanos, quienes cuestionaron la validez de los referidos decretos legislativos. Con base en su propia interpretación de sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el Estado alegó que dicho tribunal no ha cuestionado la validez de la legislación antiterrorista actualmente vigente. 

59. Afirmó que la conformación de una Sala Nacional y de Juzgados Penales Especializados en materia de terrorismo no tuvo otro objetivo sino facilitar y agilizar el juzgamiento de los procesados por ese delito. Indicó que los magistrados que conforman estos órganos ya venían desempeñando funciones como jueces de carrera, por lo cual no tendrían asidero las alegaciones de que las presuntas víctimas fueron juzgadas por tribunales de excepción o en contradicción con la garantía del juez natural. 

60. El Estado sostuvo que en los nuevos juicios ordinarios las presuntas víctimas contaron con abogados defensores de oficio o de parte, y que durante todas las etapas del procedimiento pudieron presentar los medios probatorios e interponer los recursos que consideraron pertinentes. Afirmó que si bien en los juicios ordinarios se utilizaron pruebas producidas en el fuero militar, los magistrados las valoraron bajo criterio de conciencia y en conjunto con otros medios probatorios, tal como lo establece el Decreto Legislativo No. 922.

61. El Estado destacó que las penas ya cumplidas por las presuntas víctimas desde su detención inicial han sido computadas a los efectos de la ejecución de las nuevas sanciones impuestas en la vía ordinaria. Con relación a la prohibición de excarcelación de las presuntas víctimas tras la nulidad de los procesos seguidos en fuero militar, indicó que en sentencia de 9 de agosto de 2006 el Tribunal Constitucional del Perú señaló que

[E]sta restricción tiene como finalidad garantizar bienes y principios constitucionales que pudieran resultar afectados por el rebrote de prácticas subversivas y-o que se frustre el ejercicio legítimo de ius puniendi estatal sobre personas que han sido encontradas responsables del delito de terrorismo, aunque su juzgamiento haya sido realizado ante juez incompetente y sin las garantías que informan el derecho al debido proceso […].

62. En cuanto a los supuestos actos de tortura en perjuicio de las presuntas víctimas, descripciones sobre condiciones de detención y afectaciones a la integridad personal, el Estado no presentó alegación concreta sobre los requisitos de admisibilidad previstos en el artículo 46.1 de la Convención Americana.

63. El Estado describió las actuaciones judiciales en los nuevos procesos en la vía ordinaria y adjuntó copia de parte del expediente judicial respectivo. Destacó que las presuntas víctimas contaron con asistencia de abogados y tuvieron la oportunidad de ejercer su derecho de defensa. Manifestó que no corresponde a la CIDH actuar como un tribunal de alzada y revisar las decisiones de fondo adoptadas por los órganos de la jurisdicción interna en el  marco de sus competencias y con el respeto a las garantías al debido proceso.
64. Con relación a las alegaciones en torno a la derogación del Decreto Legislativo 927, relacionado con la ejecución penal en materia de terrorismo, el Estado ratificó la información presentada por los peticionarios, según la cual la Ley 29423 suprimió la concesión de beneficios carcelarios para personas condenadas por el delito de terrorismo. Destacó que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional del Perú señala que las normas en materia de ejecución penal son de naturaleza procesal, por lo cual se rigen por el principio tempus regis actum. Manifestó que la Ley 29423 fue promulgada de conformidad con la Constitución Política del Perú y señaló que los beneficios carcelarios no constituyen derechos subjetivos, sino una discrecionalidad de la autoridad judicial que, en todo caso, debe ajustarse a la política criminal establecida en la Constitución y legislación vigente al momento de decidir sobre una solicitud planteada por un condenado. 
65.  Por último, el Estado afirmó que las peticiones describen hechos que no caracterizarían vulneraciones a la Convención Americana, y requirió que la CIDH las declare inadmisibles en virtud de los artículos 47.b) y c) del mismo instrumento.

2.
Alegatos específicos 

Luis Alejandro Miranda Moscol (P 574-98)

66. El Estado alegó que al momento de interposición de la denuncia ante la CIDH en noviembre de 1998, la presunta víctima no había agotado los recursos de la jurisdicción interna para salvaguardar los derechos que consideraba conculcados. Al respecto, indicó que el señor Miranda Moscol tenía a su alcance las acciones de habeas corpus y de amparo como mecanismo idóneo de protección de los derechos a la libertad personal y garantías judiciales. 

67. Con relación al pedido de indemnización formulado por los peticionarios, el Estado afirmó que no se deduce que la presunta víctima haya impulsado los recursos contemplados en la Ley 24973, cuyo artículo 3º regula la indemnización por errores judiciales y detenciones arbitrarias. En este sentido, manifestó que las alegaciones en torno a indemnizaciones no satisfacen el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana.

68. El Estado indicó que tras la anulación del proceso seguido en el fuero militar, el señor Luis Alejandro Miranda Moscol fue sentenciado en el fuero ordinario por el delito contra la tranquilidad pública – terrorismo y condenado en última instancia mediante auto de desestimación de recurso de nulidad dictado el 29 de noviembre de 2006 por la Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia. Señaló que el 29 de mayo de 2007 el Octavo Juzgado Penal de Piura concedió el beneficio de liberación condicional al señor Luis Alejandro Miranda Moscol, debiendo este observar, sin embargo, una serie de reglas de conducta hasta el cumplimiento final de la pena.   

69. Con relación al nuevo proceso seguido en el fuero ordinario, el Estado sostuvo que los hechos narrados por los peticionarios no tienden a caracterizar la violación a derechos consagrados en la Convención Americana, y requirió que la CIDH declare la petición inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) del referido instrumento. El Estado no presentó información específica en torno a las alegadas vulneraciones a la integridad y libertad personal de la presunta víctima en los primeros días que siguieron su detención en octubre de 1992.

Jorge Eduardo Olivares del Carpio (P 1067-03)
70. El Estado efectuó una narración similar a la de los peticionarios respecto de los procesos penales seguidos contra la presunta víctima tras la nulidad del proceso en el fuero militar. Sostuvo que las sentencias condenatorias dictadas por la Sala Penal Nacional el 16 de mayo de 2006 y por la Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia el 14 de septiembre de 2006 se encuentran debidamente motivadas de acuerdo con la legislación aplicable y las pruebas producidas a lo largo del procedimiento penal.

71. El Estado manifestó que la presunta víctima tuvo la posibilidad de ejercer su defensa e impugnar la sentencia que lo condenó. Señaló que los argumentos de defensa fueron valorados de acuerdo con los procedimientos preestablecidos en la legislación interna. En cuanto a la responsabilidad penal de la presunta víctima decidida por la Sala Penal Nacional y Corte Suprema de Justicia, aseveró que no corresponde a la CIDH sustituir la evaluación de los órganos de la jurisdicción interna en el ejercicio de su competencia, máxime cuando sus actuaciones se acogieron a las garantías del debido proceso.  

72. El Estado no presentó alegaciones específicas en torno a las presuntas vulneraciones a la integridad y libertad personal del señor Olivares del Carpio en los primeros meses que siguieron su detención en marzo de 1995. Mencionó que el Instituto Nacional Penitenciario (INPE) viene ejecutando acciones de tratamiento socio-educativo a favor de la presunta víctima y demás internos que se encuentran en el Penal Miguel Castro Castro, respetando su dignidad e integridad personal.
73. Por último, el Estado afirmó que los hechos narrados por los peticionarios no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana, y solicitó que la CIDH declare la denuncia inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) del referido instrumento.
Aurelio Aquino Pari (P 766-04)

74. El Estado alegó que tras la anulación del proceso seguido contra la presunta víctima en el fuero militar, el Cuarto Juzgado Penal de Terrorismo ordenó, el 19 de marzo de 2003, la apertura de instrucción penal. Indicó que el 20 de marzo de 2006 la Sala Penal Nacional dictó sentencia condenatoria de treinta años de cárcel por el delito contra la tranquilidad pública – terrorismo agravado. Señaló que esa sentencia fue mantenida mediante ejecutoria suprema de 13 de junio de 2007.

75. El Estado destacó que la condena al señor Aquino Pari se fundamentó en una serie de evidencias, declaraciones y testimonios que arrojaron su participación en atentados en calidad de integrante del Sendero Luminoso. Manifestó que el proceso seguido en el fuero civil estuvo a cargo de magistrados competentes y que la presunta víctima pudo ejercer su derecho de defensa a la luz de la legislación en materia de terrorismo actualmente vigente.

76. El Estado no presentó información específica en torno a las alegadas vulneraciones a la integridad y libertad personal de la presunta víctima. Por último, afirmó que los hechos narrados por el peticionario no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana, y solicitó que la denuncia sea declarada inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) del referido instrumento.
Boris Mijail Taype Castillo (P 863-04)
77. El Estado afirmó que tras su detención por agentes de la Policía Nacional el 22 de marzo de 1995, la presunta víctima fue condenada en el fuero militar a la pena de 25 años de privación de libertad, la cual fue mantenida en última instancia por el Consejo Supremo de Justicia Militar. Indicó que el 24 de marzo de 2003 la Sala Nacional de Terrorismo dictó auto de nulidad del  referido proceso militar, ordenando el traslado de los actuados al Ministerio Público para la presentación de nueva denuncia. 
78. Afirmó que el 16 de mayo de 2006 la Sala Nacional de Terrorismo emitió sentencia condenatoria de 18 años de privación de libertad, imputando al señor Taype Castillo el delito tipificado en el artículo 5 del Decreto Ley 25475. Agregó que tras la presentación de recurso de nulidad tanto por el Fiscal Superior como por el señor Taype Castillo, el 14 de diciembre de 2006 la Corte Suprema de Justicia declaró no haber nulidad en la sentencia recurrida, reformando la pena aplicada, sin embargo, a 20 años de privación de libertad.
79. El Estado alegó que en el auto de apertura de instrucción del 7 de abril de 2003 el Tercer Juzgado Penal Especializado en Terrorismo expidió mandato de detención contra el señor Taype Castillo, lo cual demuestra, según el Estado, que su privación de libertad contó con un debido control judicial. Manifestó que las sentencias emitidas en el fuero ordinario se encuentran debidamente fundamentadas por órganos judiciales competentes, los cuales observaron en todo el momento las garantías del debido proceso previstas en la legislación interna.   

80. El Estado hizo hincapié en que si bien la Sala Penal Nacional fundamentó la sentencia condenatoria contra la presunta víctima en pruebas producidas por la Policía Nacional y ante la justicia militar, el Tribunal Constitucional del Perú se ha pronunciado en el sentido de que la nulidad del proceso militar no implica la invalidez automática de las fuentes de prueba allí utilizadas. Destacó que no corresponde a la CIDH reemplazar los órganos de la jurisdicción interna en la interpretación de las leyes penales aplicables y en la valoración de los elementos de convicción que condujeron a la determinación de responsabilidad penal del señor Taype Castillo.
81. El Estado no presentó información específica en torno a las alegadas vulneraciones a la integridad de la presunta víctima. Por último, afirmó que los hechos narrados por el peticionario no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana, y solicitó que la denuncia sea declarada inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) del referido instrumento.
IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD 
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

82. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención para presentar denuncias. Las presuntas víctimas se encontraban bajo la jurisdicción del Estado peruano a la fecha de los hechos denunciados. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar las peticiones. 

83. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer las peticiones, por cuanto en ellas se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

84. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en las peticiones. 

85. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque conforme se explicará en la sección de caracterización infra, en las peticiones consideradas en el presente informe se alegan hechos que podrían eventualmente caracterizar la violación a derechos protegidos por la Convención Americana y por la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, ratificada por el Estado peruano el 27 de febrero de 1990. 
86. La CIDH destaca que no tiene competencia ratione temporis para pronunciarse sobre el presunto incumplimiento por parte del Estado peruano de disposiciones de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura derivado de los alegados hechos de tortura en perjuicio de la presunta víctima Jorge Eduardo Olivares del Carpio en noviembre de 1986 en la ciudad satélite Santa Rosa Callao
. Sobre tales alegaciones, sin embargo, la CIDH tiene competencia ratione temporis para pronunciarse sobre la eventual responsabilidad del Estado peruano a la luz de la Convención Americana.   

B.
Agotamiento de los recursos internos

87. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

88. Las peticiones consideradas en el presente informe plantean, por un lado, una serie de actos de agresión, torturas y malos tratos presuntamente cometidos por agentes del Estado. De la información disponible se desprende que los presuntos hechos de violencia y condiciones supuestamente infrahumanas de detención fueron reportados o conocidos por entidades de la jurisdicción interna en diferentes momentos, a lo largo de la década de noventa. Asimismo, las autoridades judiciales del fuero ordinario que intervinieron en los nuevos juicios a partir del 2003, conocieron alegaciones sobre pruebas presuntamente obtenidas bajo coacción y tortura. 

89. Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación pertinentes. Los hechos expuestos por los peticionarios en cuanto a torturas y otras supuestas afectaciones a la integridad personal se traducen en la legislación interna en conductas delictivas cuya investigación y juzgamiento debe ser impulsada de oficio por las autoridades judiciales, y por ende es este proceso el que constituye el recurso idóneo en las peticiones consideradas en el presente informe
.  

90. El Estado peruano no ha presentado información sobre investigaciones eventualmente abiertas respecto de las alegadas torturas y condiciones infrahumanas de detención en perjuicio de las presuntas víctimas, y tampoco ha interpuesto excepción de falta de agotamiento de los recursos internos al respecto, por lo cual desistió tácitamente de presentar esa defensa.

91. En adición a las alegadas vulneraciones a la integridad personal, las peticiones consideradas en el presente informe plantean la violación a otras disposiciones de la Convención Americana, derivada de la detención y juicios penales seguidos contra las presuntas víctimas. El Estado sostiene que las alegadas violaciones a derechos convencionales en el contexto de los procesos conocidos en el fuero militar fueron subsanadas en los nuevos juicios ordinarios, iniciados a partir del 2003. La información presentada indica que tras la nulidad de los procesos militares, las cuatro presuntas víctimas fueron condenadas entre julio de 2005 y junio de 2007, por medio de resoluciones emitidas en última instancia por la Corte Suprema de Justicia. 

92. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la CIDH concluye que las cuatro peticiones satisfacen el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana.

93. En cuanto a la excepción de falta de agotamiento de los recursos internos planteada por el Estado en torno a las alegaciones de que Luis Alejandro Miranda Moscol tendría el derecho a ser indemnizado, la CIDH observa que los hechos narrados por los peticionarios se relacionan con alegados daños materiales y morales producto de las presuntas agresiones, tortura, privación de libertad y vulneraciones a las garantías judiciales. En el caso concreto, las alegaciones sobre una supuesta obligación del Estado peruano de indemnizarlo se enmarcan en las eventuales medidas de reparación que deberán ser evaluadas por la CIDH en la etapa de fondo. En cuanto a los planteamientos del Estado peruano de que al momento de interponer la petición 574-98 el señor Luis Alejandro Miranda Moscol no había presentado una acción de habeas corpus o de amparo para subsanar supuestas vulneraciones a su libertad personal y garantías judiciales en el proceso seguido en el fuero militar, la CIDH observa que dicho proceso fue declarado nulo a comienzos de 2003, dando lugar a un nuevo juicio en la vía ordinaria. La información presentada por las partes indica que el nuevo juicio culminó con una resolución definitiva de la Corte Suprema de Justicia de 29 de noviembre de 2006.
C.
Plazo de presentación de la petición

94. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.
95. De acuerdo a lo establecido en el párrafo 91 supra, el segundo conjunto de procesos penales seguidos contra las cuatro presuntas víctimas culminaron entre julio de 2005 y junio de 2007, con posterioridad a la presentación de las peticiones a la Comisión. En ese sentido, el cumplimiento del requisito establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana se encuentra intrínsecamente ligado al agotamiento de los recursos internos, encontrándose por lo tanto satisfecho.
96. En cuanto a las alegaciones sobre condiciones de detención, tortura y otras presuntas vulneraciones a la integridad personal, conforme a lo señalado en el párrafo 88 supra, esos hechos habrían sido reportados a autoridades internas en diferentes oportunidades, tras el primer proceso seguido en fuero militar, y a lo largo del segundo proceso en fuero ordinario. Ante la ausencia de alegaciones por parte del Estado y de información en el expediente sobre la apertura de investigaciones penales hasta la fecha de adopción del presente informe, la CIDH considera que las cuatro peticiones fueron presentadas en un plazo razonable.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

97. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que la admisión de las peticiones está sujeta al requisito respecto a que la materia "no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional" y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional. En las peticiones consideradas en el presente informe, las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.
E.
Caracterización de los hechos alegados

98. A los fines de admisibilidad, la Comisión debe decidir si en la petición se exponen hechos que podrían caracterizar una violación, como estipula el artículo 47.b) de la Convención Americana, si la petición es "manifiestamente infundada" o si es "evidente su total improcedencia", según el inciso c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre los méritos de una denuncia. La Comisión debe realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención y no para establecer la existencia de una violación. Tal examen es un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo.
99. En vista de los elementos presentados por las partes, la CIDH considera que las circunstancias en las que se habrían dado la detención de las presuntas víctimas; los presuntos hechos de tortura y condiciones de detención en instalaciones de la DINCOTE y en establecimientos penitenciarios; el presunto allanamiento sin orden judicial de sus residencias y la alegada presentación pública en trajes de rayas podrían caracterizar la violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 7 y 11 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento; así como los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, todo ello en perjuicio de Luis Alejandro Miranda Moscol, Jorge Eduardo Olivares del Carpio, Aurelio Aquino Pari y Boris Mijail Taype Castillo. Asimismo, la CIDH considera que los efectos de los hechos referidos en este párrafo, así como la alegada incomunicación de las presuntas víctimas por largos períodos y restricciones al derecho de recibir visitas, podrían caracterizar la violación del derecho consagrado en el artículo 5.1 de la Convención, igualmente en perjuicio de sus familiares.
100. Con relación a las alegaciones en torno a los procesos penales seguidos en los fueros militar y ordinario, así como la invocada incompatibilidad del marco normativo en el cual se inscriben los hechos con la Convención Americana, la CIDH considera que podría caracterizarse la violación a los derechos consagrados en los artículos 9, 8 y 25 en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, todo ello en perjuicio de Luis Alejandro Miranda Moscol, Jorge Eduardo Olivares del Carpio, Aurelio Aquino Pari y Boris Mijail Taype Castillo. En la etapa de fondo la Comisión analizará los alegatos del Estado peruano de que la legislación en materia de terrorismo adoptada a partir de enero de 2003 y los procesos penales de ella derivados han subsanado las presuntas vulneraciones a los dispositivos convencionales anteriormente mencionados.   
101. Finalmente, por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos del reclamo no resultan evidentes, la Comisión concluye que la petición satisface los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y c) de la Convención Americana.     
V.
CONCLUSIONES

102. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión, la Comisión Interamericana concluye que las peticiones 574-98, 1067-03, 766-04 y 863-04 satisfacen los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y en consecuencia
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisibles las peticiones 574-98, 1067-03, 766-04 y 863-04 con relación a los artículos 5, 7, 9, 11, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento; y a los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

2. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.

3. Acumular las cuatro peticiones consideradas en el presente Informe de Admisibilidad bajo el registro de caso 12.765 e iniciar el trámite sobre el fondo de la cuestión. 

4. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 12 días del mes de julio de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sergio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, Rodrigo Escobar Gil y Luz Patricia Mejía Guerrero, Miembros de la Comisión.
� Presentada el 9 de noviembre de 1998 por Bertha Elena Temoche García y María Luisa Miranda Moscol. En comunicación recibida el 29 de octubre de 2007 se constituyeron como co peticionarios la señora Rosa A. Grados Vicuña y la propia presunta víctima, señor Luis Alejandro Miranda Moscol. 


� Presentada el 8 de diciembre de 2003 en nombre propio. La madre y padre de la presunta víctima, señora Julia L. del Carpio de Olivares y señor Federico Olivares Salas, sometieron escritos individuales a lo largo de la tramitación de la petición.  


� Presentada el 26 de agosto de 2004 en nombre propio. 


� Presentada el 13 de septiembre de 2004 en nombre propio. 


� Decreto Ley Nº 25475, art. 12.d.


� Decreto Ley Nº 25475, art. 20.


� La investigación, juzgamiento y ejecución penal respecto del delito de traición a la patria fueron regulados por los Decretos Ley Nºs. 25708 y 25744.


� El derecho a ser asesorado por un abogado defensor de libre elección desde las primeras etapas del procedimiento penal fue posteriormente incorporado por el artículo 2 de la Ley 26447.   


� Decreto Ley Nº 25475, art. 13.h.


� Mediante la promulgación de la Ley 26671, el 12 de octubre de 1996, desapareció la figura de los jueces y fiscales sin rostro.


� Decreto Ley Nº 25744, art. 2.


� Decreto Ley Nº 25475, art. 2. 


� Decreto Ley Nº 25475, art. 3. 


� Decreto Ley Nº 25499, arts. 1.II.a y 1.III.


� Decreto Supremo Nº 015-93-JUS, artículos 8.a y 36.


� El vencimiento de la vigencia de la Ley de Arrepentimiento fue determinado por la Ley 26345 del 30 de agosto de 1994. 


� Resolución del Tribunal Constitucional del 3 de enero de 2003, Expediente Nº 010-2002-AI/TC, acción de inconstitucionalidad interpuesta por Marcelino Tineo Silva y otros ciudadanos.


� Resolución del Tribunal Constitucional del 3 de enero de 2003, Expediente Nº 010-2002-AI/TC, acción de inconstitucionalidad interpuesta por Marcelino Tineo Silva y otros ciudadanos, fundamento 159.


� El 8 de enero de 2003 el Congreso de la República del Perú promulgó la Ley 27913, por medio de la cual delegó facultades al Poder Ejecutivo para legislar en materia de terrorismo.


� El Decreto Legislativo 927 regulaba la ejecución penal en materia de terrorismo. Dicho decreto fue derogado el 14 de octubre de 2009, con la promulgación de la Ley 29423, la cual suprimió la posibilidad de que personas condenadas por terrorismo soliciten los beneficios penitenciarios de redención de la pena, semi-libertad o libertad condicional.


� Decreto Legislativo 922, art. 12.8. 


� Decreto Legislativo 922, disposición complementaria quinta. 


� Con relación al señor Aurelio Aquino Pari se alega que el proceso en el fuero militar fue anulado con anterioridad a 2003, siendo remitidos los actuados de la nueva instrucción en la vía ordinaria a la Sala Nacional de Terrorismo a comienzos del mismo año.


� Véase el párrafo 15 supra. 


� Comunicación de los peticionarios recibida el 29 de octubre de 2007, anexos, Declaración Testimonial de Jorge De La Cruz Flores, fecha 7 de noviembre de 2005. 


� Comunicación del peticionario recibida el 17 de abril de 2006, anexos, copia del certificado médico Nº 021-INPE/17-234-CMAX de fecha 7 de mayo de 2003, firmado por el médico cirujano del Instituto Penal Penitenciario, Dr. Wenceslao Casalio Castro.  


� Véase el párrafo 34 supra.


� CIDH, Informe Nº 99/09, Petición 12.335, Colombia, Gustavo Giraldo Villamizar Durán, 29 de octubre de 2009, párr. 33.





